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Exp. 431/2021/1 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 431/2021/1
PARTE ACTORA: 

**********.

AUTORIDADES DEMANDADAS:

INTEGRANTES DEL CABILDO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticinco de abril de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 431/2021, promovido por**********, contra actos de los Integrantes del Cabildo del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y otras autoridades; y,
R E S U L T A N D O
I.- Mediante acuerdo del primero de julio de dos mil veintiuno, previo análisis a los actos y resoluciones  impugnadas, se tuvo por presentado escrito signado por el demandante mencionado en el párrafo que antecede, mediante el cual demandó como autoridades a las siguientes:

I. Integrantes del Cabildo

II. Al titular de la Contraloría Interna

III. Notificador adscrito a la citada Contraloría; y

IV. Notificador designado por la Secretaría General del Ayuntamiento.

  Por la nulidad de: 
· La resolución de veintidós de octubre de dos mil catorce, dentro del procedimiento administrativo número**********, mediante la cual se le impone al actor una Amonestación Privada por escrito, como supervisor de área “C” adscrito a plazas, Mercados y Pisos de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
· La baja o cese verbal que detalla en su escrito inicial de demanda, misma que atribuye al Titular del órgano Interno de Control, respecto del cual el actor refiere; se configuró el catorce de junio del dos mil veintiuno.

Actos respecto de los cuales aduce el actor tuvo conocimiento el 9 y 14 de Junio de 2021, respectivamente.

II.- En relación a los diversos actos impugnados consistentes en la resolución dictada el 17 de enero de 2014, atinente al inicio del procedimiento administrativo, se le señalo al promovente mediante auto de primero de julio de dos mil veintiuno, que dicha actuación es parte del expediente**********, lo cual derivó en la resolución definitiva que se tuvo por impugnada, por lo que los conceptos de impugnación enderezados en contra del inicio del procedimiento, se estudiarían al resolver en definitiva, al ser antecedente de la determinación combatida.
III.- En lo relativo a la suspensión temporal impugnada, la cual fue del conocimiento del actor el diecisiete de enero de dos mil veintiuno, mediante auto de primero de julio de dos mil veintiuno, se proveyó que con base en la fecha de conocimiento de la suspensión temporal, la demanda fue presentada de manera extemporánea atento a lo prevista en el numeral 24 fracción I, inciso b), al haber presentado el ocurso de demanda el veintitrés de junio de dos mil veintiuno.
IV.- Por lo que hace a la falta de pago y/o omisión  y suspensión de pago, conforme al numeral 7° de la Ley Orgánica, este Tribunal no cuenta con competencia para conocer respecto de omisiones, debido a que la procedencia del juicio de nulidad está condicionada a que exista una resolución definitiva, o actos que pongan fin a un procedimiento, a una instancia o resuelva un expediente, de tal forma que revele el producto final o de su última voluntad, por lo cual constituye u no hacer de la autoridad, por ende no se configura un acto o resolución que actualice el supuesto de procedencia, desechándose la demanda en cuanto a  la falta de pago y/o omisión  y suspensión de pago.
V.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el doce de abril de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de la parte actora únicamente, no así de delegado alguno de las autoridades demandadas. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, ampliación y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba a las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. En período de alegatos se certificó que se formularon éstos únicamente por la parte actora, los que se ordenaron glosar a los autos para los efectos legales conducentes, razón por la que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- En primer término por lo que hace al diverso acto motivo de impugnación, consistente en:

· La baja o cese verbal que detalla en su escrito inicial de demanda, misma que atribuye al Titular del órgano Interno de Control, respecto del cual el actor refiere; se configuró el catorce de junio del dos mil veintiuno.

Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte de oficio, que esta Primera Sala Unitaria, carece de competencia para conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que la impugnación del diverso acto impugnado (la baja o cese verbal que atribuye al Titular del órgano Interno de Control),  señalado por la parte actora, resulta improcedente ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en atención a las consideraciones siguientes.
Es menester señalar, que conforme a lo expuesto por el accionante, según lo que manifestó en su propio escrito inicial de demanda en el apartado respectivo –“IV.- ACTOS QUE POR ESTA VÍA SE IMPUGNAN”, entre los que destaca:
“…..De las Autoridades demandadas señaladas en los números 1), 2), 3), 4) y 5), reclamo o bien impugno la BAJA o CESE que en forma verbal le realizaron al suscrito con fecha 14 de Junio del presente año, como Supervisor de Área “C” adscrito a Plazas, Mercados y Pisos de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de esta Ciudad Capital de San Luis Potosí…”
En ese sentido se advierte de oficio que en esta controversia se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento contenidas en los artículos 228, fracciones X y XI, 229, fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debido a que si bien la accionante manifestó que pretendía la declaración de nulidad del cese verbal que impugna, así como las pretensiones que deducía, lo cierto es dicho acto no encuadra dentro de los supuestos previstos en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y por consiguiente, este Órgano Jurisdiccional, no puede dictar una sentencia que resuelva el fondo del asunto. 

Disponen los numerales invocados:

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: (…) 

…

X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal, y; (…)
XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.
…

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

...

(…)
…

VIII. En los demás casos en los que por disposición legal exista impedimento para emitir resoluciones en cuanto al fondo.”

Como puede verse de los dispositivos legales trasuntos, que señala que es improcedente el juicio contra actos y resoluciones distintos de los mencionados en el artículo 7º, de la Ley Orgánica del Tribunal,  y en los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa, siendo procedente decretar el sobreseimiento como consecuencia de ello, o también cuando, por disposición legal exista impedimento para emitir resoluciones en cuanto al fondo.

A contrario sensu, para que sea procedente el juicio contencioso administrativo ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resulta necesario que exista una resolución definitiva o acto administrativo, y además de que sean de los establecidos en el artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí. 

Lo anterior se corrobora del contenido del artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que textualmente señala lo siguiente:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y 

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”

Del precepto legal transcrito, se desprende que el juicio contencioso administrativo estatal procede contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que establece la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Al respecto es de señalarse que el juicio que se pretende es improcedente, derivado de que en el presente juicio se actualiza la incompetencia de este Tribunal para conocer de la demanda relativa al cese del aquí actor en su calidad de **********ADSCRITO A PLAZAS, MERCADOS Y PISOS DE LA DIRECCIÓN DE COMERCIO DEL H. AYUNTAMIENTO DE ESTA CIUDAD CAPITAL DE SAN LUIS POTOSI.

Como se desprende del escrito de demanda, el accionante compareció a este Tribunal a reclamar la baja o cese verbal al puesto que señala venía desempeñando como **********adscrito a plazas, mercados y pisos de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de esta Ciudad Capital de San Luis Potosí, estableciendo como hechos base de su impugnación entre otros los siguientes:
“…1°.- Con fecha 16 de Octubre del año 1997, el suscrito fue contratado por tiempo indeterminado por el H. Ayuntamiento de esta Ciudad Capital de San Luis Potosí, para que laborara como **********adscrito a Plazas, Mercados y pisos de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de esta Ciudad Capital de San Luis Potosí, por lo que las ahora demandados (sic) empezaron a recibir mis servicios personales y subordinados del suscrito, (…)...
8.- Debido a lo anterior, como me lo habían pedido con fecha 14 de Junio del presente año, e suscrito acudió de nueva cuenta a las oficinas de Contraloría Interna del Municipio de esta Ciudad Capital,… y al preguntarle al Titular del referido Órgano de Control que iba a pasar con mi situación laboral el titular o encargado de Contraloría Interna del Municipio de esta Ciudad Capital, le dijo al suscrito que desde esos momentos estaba dado de BAJA y CESADO como **********adscrito a Plazas, Mercados y Pizos (sic) de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de esta Ciudad Capital de San Luis Potosí, a lo que le conteste que entonces se me pagara lo que se me debía…”

De la anterior transcripción se concluye que el actor atribuye a las autoridades demandadas el cese verbal al puesto que señala venía desempeñando como **********Adscrito a Plazas, Mercados y Pisos de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de esta Ciudad Capital de San Luis Potosí, y pretende la declarativa de nulidad de la misma.
Bajo ese contexto debe decirse que en el caso que nos ocupa se tiene que toda vez que el actor se desempeñaba como **********Adscrito a Plazas, Mercados y Pisos de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento citado, su relación con la citada Dirección, no puede considerarse de naturaleza administrativa circunscrita en las condiciones excepcionales previstas en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Federal.

Derivado de lo anterior, si el accionante se desempeñaba en el cargo anteriormente señalado, las funciones que este desempeñaba no corresponden a las de un integrante de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, de ahí que la relación entre el actor y la autoridad es de naturaleza laboral, respecto de la cual no tiene competencia para conocer este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Luego entonces, se tiene que dada la relación laboral entre el demandante y la autoridad, es por lo que dicho conflicto se debe de resolver conforme a lo dispuesto por la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí.

Al respecto, es aplicable la jurisprudencia IX. 1o.J/18, sustentada por el Primer Tribunal Colegiado de este Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo 79, julio de 1994, página 65, del tenor siguiente:


"TRABAJADORES AL SERVICIO DE LAS AUTORIDADES DE SAN LUIS POTOSÍ. EL TRIBUNAL DE ARBITRAJE PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DE LAS AUTORIDADES DE SAN LUIS POTOSÍ, ES COMPETENTE PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DE LOS, SEAN DE BASE O DE CONFIANZA. Una correcta interpretación de los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 53 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, lleva a concluir que el tribunal de arbitraje para los trabajadores al servicio de las autoridades de San Luis Potosí, es competente para conocer de los conflictos laborales que se susciten entre dichas partes, aun cuando se trate de trabajadores de confianza; porque interpretadas literalmente las disposiciones en comento, en el sentido de que los trabajadores de confianza quedan excluidos de su aplicación, llevaría al absurdo de considerar que los trabajadores de esa categoría no tendrían el carácter de trabajadores, ni estarían protegidos por legislación alguna. Debiéndose entender, en cambio, que a semejanza de lo dispuesto en los artículos 182 a 186 de la Ley Federal del Trabajo y 123, apartado B, fracción XIV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las condiciones de trabajo de los empleados de confianza serán proporcionales a la naturaleza de los servicios que prestan, pero nunca inferiores a las que rijan para otros trabajadores; y en todo caso, serán considerados como subordinados a cualquiera de las unidades burocráticas del Estado de San Luis Potosí y, por ello, sus conflictos laborales deben ser resueltos por el tribunal de arbitraje mencionado, a la luz del estatuto jurídico que rige las relaciones laborales entre ambas partes".

En ese mismo sentido, cabe mencionar que conforme a lo previsto en los artículos 1°, 59 y 102 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, es el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado a quien corresponde conocer de las controversias derivadas de las relaciones de trabajo entre los Ayuntamientos y sus trabajadores; disposiciones legales  que dicen:

ARTICULO 1o.- “La presente ley es de observancia general y obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y rige las relaciones de trabajo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y de los municipios, así como de los organismos públicos descentralizados, órganos jurisdiccionales, tribunales constitucionalmente autónomos y empresas de participación  estatal o municipal con sus trabajadores.”
ARTICULO 59.- “El trabajador que se considere cesado injustamente, podrá demandar ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, la reinstalación en el cargo o puesto que tenía con todos sus derechos anteriores, y en las mismas condiciones en que las que se desempeñara, o la indemnización equivalente a tres meses de sueldo, y los salarios caídos, desde la fecha del cese hasta por un período máximo de doce meses, a razón del que corresponda a la fecha en que se realice el pago.
(…)”
ARTICULO 102.- “El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje es un órgano con personalidad jurídica y patrimonio propios, autónomo en el dictado de sus fallos y con facultad jurisdiccional para resolver las controversias entre las instituciones públicas del Gobierno del Estado, ayuntamientos, organismos públicos descentralizados, órganos jurisdiccionales, tribunales constitucionalmente autónomos, y empresas de participación estatal constituidas conforme a la ley, con sus trabajadores, derivados de las relaciones de trabajo y, en su caso, de los conflictos colectivos. Tendrá su residencia en la capital del Estado.”
En ese contexto, el diverso acto impugnado no se encuentra dentro de aquellas resoluciones respecto de las que de manera expresa se confiera competencia a este Tribunal, para conocer, habida cuenta que la función de este Tribunal es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad a la luz de las normas reguladoras del acto de autoridad respecto del cual este Tribunal pudiera pronunciarse, de lo que se sigue que el juicio resulta improcedente.
En esa tesitura, se advierte que este Tribunal carece de competencia para pronunciarse respecto al fondo del asunto, atendiendo al criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y con fundamento en los artículos 7° fracción XVII y  35, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto por los numerales 1°, 59 y 102 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, de acuerdo a los razonamientos vertidos  en este considerando.

Sin que sea obstáculo para la conclusión alcanzada que en el acuerdo de fecha primero de julio de dos mil veintiuno, se hubiera admitido a trámite la demanda de la parte actora, pues tal consideración constituye una determinación de trámite que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, y que en un momento posterior, como en este caso, al momento de dictarse la sentencia correspondiente, se reexaminara la procedencia del juicio, dilucidándose su improcedencia y por lo tanto su sobreseimiento.

Apoya lo anterior, el criterio (III Región) 3o.8 A (10a.), cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
Registro digital: 2007704, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: (III Región)3o.8 A (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 11, Octubre de 2014, Tomo III, página 2869, Tipo: Aislada.
JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL DE LO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE JALISCO PUEDEN SOBRESEERLO SI ADVIERTEN QUE ES IMPROCEDENTE, NO OBSTANTE QUE LA DEMANDA HUBIERA SIDO ADMITIDA POR AUTO DE PRESIDENCIA.- No es obstáculo para declarar la improcedencia del juicio de nulidad, el hecho de que el Magistrado presidente de cualquiera de las Salas del Tribunal de lo Administrativo del Estado de Jalisco haya admitido la demanda correspondiente, pues el auto relativo es un acuerdo de trámite derivado del examen preliminar de los antecedentes del procedimiento que no causa estado y, por lo mismo, en un momento posterior puede válidamente reexaminarse la procedencia del juicio y, en su caso, sobreseer en éste. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA TERCERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN GUADALAJARA, JALISCO.
En esa tesitura, se advierte que este Tribunal carece de competencia para pronunciarse respecto al fondo del asunto, atendiendo al criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y con fundamento en los artículos 1 y 7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto por los numerales 1, 59 y 102 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, de acuerdo a los razonamientos vertidos  en este considerando, de lo que se sigue que el juicio de nulidad que se intenta es improcedente conforme a al artículo 228 fracción X y XI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido en por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

Registro digital: 2010356, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 146/2015 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II, página 1042, Tipo: Jurisprudencia.

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS.

Cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, deberá declarar la improcedencia del juicio en términos del artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues el ejercicio de este derecho se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que, ante la incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.
Ahora debe decirse que no existe justificación legal para que, una vez que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado se declare incompetente para conocer de un asunto, ordene su remisión a la autoridad que estime competente para ello, sin que dicha circunstancia soslaye de forma alguna el derecho humano de acceso a la justicia.

Al respecto la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia, señaló que tanto la Convención Americana, como la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos son coincidentes en establecer que la tutela de este derecho humano se encuentra sujeta a determinados presupuestos y requisitos, los cuales deben ser razonables y encontrar una justificación en las necesidades de la propia administración de justicia, así como en la propia Constitución, siendo uno de estos presupuestos, la competencia del órgano jurisdiccional; además de que también señalo que tal presupuesto procesal exige, para efecto de garantizar el derecho de acceso a la justicia, que los parámetros o elementos que al efecto se establezcan para configurarla, deben plantearse en términos claros, congruentes y accesibles para el gobernado, a efecto de que éste tenga la posibilidad real de poder determinar, con una razonable claridad, el órgano ante el cual debe acudir a defender sus derechos, de manera que una vez cumplidas estas obligaciones, por parte del Estado, a efecto de garantizar y tutelar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la justicia, la exigencia para el gobernado de presentar su demanda, recurso o medio de defensa ante la autoridad competente, constituye la carga procesal mínima que debe satisfacer, a efecto de poder acceder a las instancias jurisdiccionales a reclamar la violación a sus derechos.

En ese sentido en el caso se tiene que los artículos 1 y 7 fracción XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado, se establece de manera clara los presupuestos de procedencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, de ahí que se estime que dicho tribunal no está obligado a reconducir el asunto que haya sido sometido a su potestad, máxime que, como lo ha establecido el Más Alto Tribunal del País, el reconocimiento del derecho a la tutela judicial efectiva no implica que el órgano constitucional -en este caso, Tribunal de lo Contencioso-, deba señalar la autoridad jurisdiccional que considere competente para tramitar la vía intentada y ordenar en consecuencia, la remisión de los autos, debido a que el derecho de acceso a la justicia no es absoluto, puesto que su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de ciertos requisitos y presupuestos que resultan indispensables para el correcto y eficiente desempeño de la administración de justicia, dentro de los cuales se encuentra, precisamente, el de la competencia del órgano.

Asimismo sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido por los plenos de Circuito en la jurisprudencia, cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

Registro digital: 2012548, Instancia: Plenos de Circuito, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: PC.II.A. J/8 A (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, página 2282, Tipo: Jurisprudencia

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].

Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 1/2016. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 6 de julio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Magistrados Jacob Troncoso Ávila, Tito Contreras Pastrana, María del Pilar Bolaños Rebollo y Yolanda Islas Hernández. Ponente: Tito Contreras Pastrana. Secretaria: Norma Laura Caballero Osornio.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo II, noviembre de 2015, página 1042, con el título y subtítulo: "INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS." 

Esta tesis jurisprudencial se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013, por lo que a partir de esa misma fecha ya no se considera de aplicación obligatoria la diversa número PC.II.A. J/1 A (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo III, noviembre de 2015, página 2730.

Esta tesis se publicó el viernes 09 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

El resaltado es propio.
Igualmente sirve de apoyo a lo anterior el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito en la tesis aislada, cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

Registro digital: 171516, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: XX.1o.92 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Septiembre de 2007, página 2498, Tipo: Aislada

COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD. SI UNA DE LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ADVIERTE QUE CARECE DE ELLA, DEBE DECLARARLO IMPROCEDENTE Y DESECHAR LA DEMANDA, PERO NO DECLINAR AQUÉLLA AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE CORRESPONDA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).

De la interpretación a los artículos 217, fracción I, y 218 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, se advierte que en el juicio contencioso administrativo sólo es factible que una de las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa remita las actuaciones a la que sea competente por razón de territorio, pero no a distinto órgano jurisdiccional por razón de la materia, ya que en este último supuesto el legislador lo consideró como un caso de improcedencia del juicio. Así, en el artículo 202, fracción II, del referido código y vigencia se prevé como causa de improcedencia del juicio el hecho de que la impugnación del acto no corresponda al conocimiento de dicho tribunal; en esas condiciones, si la Sala Fiscal determina que carece de dicha facultad, es evidente que debe desechar la demanda de nulidad por ser improcedente el juicio, pero de ninguna manera declinar la competencia al tribunal que deba conocer del asunto, pues atento a lo que dispone el precepto citado en último lugar, basta que se analice si el aludido tribunal fiscal tiene o no facultades para conocer de la impugnación respectiva y, en su caso, si procede o no el juicio de nulidad.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.

Por último, debe señalarse que en virtud de que se ha decretado el sobreseimiento del presente juicio, por las causales de improcedencia y sobreseimiento que este Órgano Jurisdiccional advirtió de oficio, resulta innecesario que se analicen las que hicieron valer las enjuiciadas en los ocursos que presentaron ante este Tribunal, pues en nada variaría lo aquí resuelto.

Ahora bien, en tutela de la garantía de legalidad y de seguridad jurídica, derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por no contar con facultades para pronunciarse respecto del acto impugnado en el presente juicio; es procedente declarar la INCOMPETENCIA, por parte de este Tribunal, para conocer del presente asunto, en razón de que se trata de una acción que deriva de la relación laboral sostenida por la promovente del juicio con las autoridades demandadas, por las razones legales anotadas en líneas que anteceden; en consecuencia resulta procedente decretar el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio.
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia P./J. 21/2018 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 10a. Época; Pleno; Gaceta S.J.F.; Libro 58, Septiembre de 2018; Tomo I; Pág. 271. P./J. 21/2018 (10a.). Registro No. 2 017 811

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO.- Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido.

Contradicción de tesis 389/2016.

SEGUNDO.- Una vez resuelto lo anterior, la suscrita Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, se enfoca a resolver la procedencia del juicio contencioso administrativo en contra del diverso acto impugnado por la parte actora, a saber:

· la resolución de veintidós de octubre de dos mil catorce, emitida por el Contralor Interno Municipal, dictada dentro del expediente administrativo de responsabilidades  número**********, instruido en contra del actor, mediante la cual se determina la amonestación privada.
A esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal perteneciente a esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento relativo a la resolución de veintidós de octubre de dos mil catorce, emitida por el Contralor Interno Municipal, dictada dentro del expediente administrativo de responsabilidades  número**********, instruido en contra del actor, mediante la cual se determina la amonestación privada documental que obra a fojas 19 a la 25 del expediente en el que se actúa.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Secretario General del Ayuntamiento en representación del notificador designado por dicha Secretaría General y al Contralor Interno del Ayuntamiento de San Luis Potosí, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que comparecieron, mediante las copias certificadas de los nombramientos que les fueron expedidos, mismos que obran a fojas 64, 65 y 75 del presente expediente.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Por lo que respecta a la personalidad de la diversa autoridad demandada Integrantes del Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, se les tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, al no contestar la demanda dentro del término legal concedido para tal efecto, conforme al proveído de veintidós de septiembre de dos mil veintiuno; y en lo relativo al notificador adscrito a la Contraloría del Ayuntamiento, se le tuvo por no contestando la demanda, al no acreditar con el documento relativo al nombramiento que lo acredite como notificador adscrito a la citada Contraloría interna municipal, atento a lo establecido en el artículo 220 del Código citado, por lo que se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda.

CUARTO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de veintidós de octubre de dos mil catorce, dentro del procedimiento administrativo número**********, mediante la cual se le impone al actor una Amonestación Privada por escrito, como **********adscrito a plazas, Mercados y Pisos de la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; documental que obra a fojas 19 a la 25  del expediente en el que se actúa; documentales que fueron ofrecidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se advierte por esta Sala Unitaria, una causal de improcedencia, relativa a la extemporaneidad de la demanda de nulidad presentada, en concordancia con lo previsto en el artículo 228 fracción VI, en relación al numeral 24 fracción I, inciso a) del Código Procesal para el Estado de San Luis Potosí, y por ende el sobreseimiento del juicio.
Las disposiciones legales en comento, disponen lo siguiente:

ARTÍCULO 228. "Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

...VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;..."

ARTÍCULO 229. "Procede el sobreseimiento del juicio:

...II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;..."

ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: 

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general. 

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos. 

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha. 

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente;..."

Lo resaltado es nuestro.
Conforme a lo establecido en los preceptos legales citados con antelación, el término concedido por el artículo 24 fracción I, inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, transcurrió en exceso, pues si se considera como fecha de notificación del acto impugnado el día  20 veinte de abril de 2016 dos mil dieciséis, y que tal notificación surtió efectos el mismo día, al prever que empieza a correr el término  desde el día siguiente a aquel en que se hubiere hecho la notificación, conforme al artículo 123 del Código de Procedimientos Civiles vigente en la Entidad, legislación que resulta aplicable al caso concreto, en términos del numeral 115 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí en vigencia en la época de la notificación efectuada, máxime que la notificación correspondiente se realizó con apoyo en el citado ordenamiento legal conforme al contenido de la cédula de notificación que obra a fojas 132 y 133 de los presentes autos.

En tal virtud, el término de presentación de la demanda inicia a partir del día siguiente hábil al en que surta efectos la notificación personal, por lo que si dicha notificación suerte efectos el mismo día (20 de abril de 2016) inicia el término el día hábil siguiente, es decir el veintiuno de abril de dos mil dieciséis, por tanto el plazo legal transcurrió con exceso, al haber presentado su demanda ante la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el día veintitrés de junio de dos mil veintiuno, como se hace constar a fojas 2 frente, conforme al escrito de demanda respectivo, en la que aparece el sello de recepción correspondiente, fecha ésta que se considera como presentación de demanda.
De lo anterior se desprende la manifestación de la demandada, de que el accionante, fue notificado de la resolución impugnada, el veinte de abril de dos mil dieciséis, por lo que es a partir del día siguiente a esa fecha, en que comienza a transcurrir el término de treinta días hábiles previsto en el numeral 24 fracción I, inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo cual se justifica debidamente con la cédula de notificación y razón circunstanciada y levantada para tal fin, signada por **********Notificador adscrito a la Secretaria General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, fechada el día veinte de abril dos mil dieciséis, mediante el cual se notifica la resolución de fecha 22 de octubre de 2014, dictada por la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí dentro del procedimiento administrativo de responsabilidad expediente número**********, conforme a la documental que obra a fojas 132 y 133 de autos, cuya digitalización se estima pertinente: 
**********(se suprime imagen digitalizada)
Como se advierte de la documental referida, se precisa como fecha de notificación de la resolución  impugnada, el día veinte de abril de dos mil dieciséis, así como la hora en que fue realizada dicha diligencia, que el notificador habilitado para tal fin fue debidamente asistido por dos testigos de nombres **********y**********, así como que se constituyó en la calle**********, y que una vez constituido en el lugar, se cercioró de que dicho domicilio es cierto por tener a la vista el nombre de la calle y el número oficial de la fachada, dando cuenta de que el domicilio se encuentra cerrado y al tocar en reiteradas ocasiones nadie le atiende, procediendo a realizar la notificación en términos del numeral 111 del Código de Procedimientos Civiles, domicilio el cual fue señalado para oír y recibir notificaciones, por lo que se fijó en la puerta principal del domicilio la cédula de notificación, así como copia certificada  integra de la resolución, lo anterior al encontrarse cerrado por lo que se procedió a levantar la razón correspondiente, firmando los que en ella intervinieron.
En tales condiciones, al haber sido realizada la notificación por medio de cédula de notificación, por persona con fe pública, atribución que es otorgada con la finalidad de que en las diligencias efectuadas se asienten las circunstancias fácticas en las cuales se lleva a cabo dicha actuación, lo que permite la consecución de integrar a los autos del procedimiento administrativo elementos objetivos sobre aspectos fácticos que otorgan certeza sobre la eficacia de la notificación y, por otra parte, otorgan certidumbre a las partes interesadas sobre las condiciones en las que se les da a conocer las actuaciones realizadas en el procedimiento y, en consecuencia, le aporta aquellos elementos sobre los cuales puede desarrollar una defensa en caso de que considere que la notificación no se realizó con apego a la legalidad, y máxime que conforme a la razón de la mencionada diligencia se realizó con la intervención de dos personas en su calidad de testigos, por lo cual, dicha actuación otorga certeza y validez a la notificación.
No pasa desapercibido para esta Sala Unitaria, que la parte actora en su escrito inicial de demanda argumenta que tuvo conocimiento de la notificación en comento hasta el día nueve de junio del año dos mil veintiuno, y que la misma carece de las formalidades legales que para tal efecto son exigidas, toda vez que no refiere los medios que tuvo a su alcance para concluir en relación al cercioramiento del domicilio del actor, al cual se había constituido el notificador para realizar la mencionada diligencia; sin embargo en el caso el notificador en la diligencia de mérito precisa que al constituirse en el lugar, se cercioro del domicilio toda vez que tuvo a la vista el nombre de la calle y el número oficial de la fachada, por lo que las aseveraciones en el sentido de que al tener a la vista la placa oficial de la calle y número del inmueble, se constata así su numeración, lo cual resulta suficiente para tener por cierto que se apersonó en el lugar correcto, pues al contar con el número y nombre de la calle, es posible confirmar que se ubicada en el domicilio señalado para tal efecto.

Cabe señalar que, mediante proveído de veintidós de septiembre de dos mil veintiuno, esta Primera Sala Unitaria le concedió al actor el plazo legal para ampliar la demanda, toda vez que el Contralor Interno Municipal exhibió el expediente administrativo aperturado, en el cual obraban las constancias de notificación de la resolución correspondiente, sin que de la ampliación formulada por medio del escrito recepcionado el 07 de octubre de 2021, se advierta que el actor haya vertido manifestaciones controvirtiendo en concreto tales constancias de notificación, como se desprende del análisis del contenido de dicho ocurso, por lo cual no enderezó agravios en contra de la diligencia de notificación.

Ahora bien, del escrito inicial de demanda se obtiene que en lo relativo a la notificación de 20 de abril de 2016, el actor aportó únicamente la cédula de notificación, la cual consta a fojas 33 de los presentes autos; y  la diversa demandada Contralor Interno Municipal al producir su respectiva contestación de demanda, ofreció entre otros medios de prueba, la consistente en la razón levantada en la fecha señalada, la cual es complemento de la citada cédula de notificación, la que obra a fojas 133 del sumario en estudio, respecto de la cual la parte actora no formuló objeción alguna en contra de dicha prueba documental, en términos del numeral 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tanto en términos de la disposición legal citada al no haber sido objetado se tiene por auténtico, máxime que no existe prueba en contrario en este sentido, por lo cual adquiere valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I del Código invocado.
En las relatadas condiciones, la notificación fue elaborada por persona con Fe pública, señalándose las circunstancias fácticas en las cuales se lleva a cabo dicha actuación, que otorgan certeza sobre la eficacia de la notificación, aunado a que se encuentra autorizada con las firmas de dos personas que intervienen en su calidad de testigos, por lo cual, dicha actuación otorga certeza y validez a la notificación; por lo que se concluye válidamente que en la fecha que se contiene en la cedula de notificación referida, es cuando el actor fue notificado de la resolución combatida.
Por lo tanto, tanto la Cédula de Notificación y la Razón realizada con motivo de dicha diligencia de notificación, aportados por la autoridad demandada, tiene valor probatorio pleno en términos de lo dispuesto en el numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Aunado a lo anterior, consta en autos del presente expediente, las copias certificadas relativas al expediente**********, que fueron aportadas por la demandada, entre las que destaca el diverso oficio **********de fecha 20 de julio de 2017 (ver foja 143),  dirigido al aquí actor y signado por el Contralor Interno Municipal, mediante el cual se le informa que la resolución administrativa recaída al expediente administrativo de responsabilidades, en la que se sanciona con amonestación privada HA CAUSADO EJECUTORIA, ello al transcurrir el término señalado en el artículo 50 de la Ley de Justicia Administrativa, sin que obre constancia de impugnación de dicho acto del Órgano de Control Interno, oficio el cual le fue notificado al actor el día veintiséis de octubre de dos mil diecisiete, conforme a la documental relativa a la notificación de dicho oficio, que obra a fojas 142 del sumario en estudio, en la cual se hace constar de manera circunstanciada la diligencia efectuada por el notificador adscrito a dicha Contraloría, pruebas documentales que no fueron objetadas por la parte actora, por lo cual adquieren valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I del Código de la materia. 
Con tales medios de prueba se acredita que en dicha fecha (26 de octubre de 2017) el actor fue notificado que la resolución que en el presente juicio se señala como acto impugnado, causó ejecutoria al no haber sido impugnada con oportunidad legal.
En las relatadas condiciones, debe señalarse que los actos de las autoridades gozan de una presunción de validez, que debe ser destruida por la parte a quien le perjudique, sin que en el caso el demandante haya demostrado la ilegalidad de la notificación de fecha 20 veinte de abril del 2016 dos mil dieciséis.
En las relatadas condiciones, el acto que combate la parte actora consistente en la resolución de veintidós de octubre de dos mil catorce, emitida por el Contralor Interno Municipal, dictada dentro del expediente administrativo de responsabilidades  número**********, instruido en contra del actor, mediante la cual se determina la amonestación privada, le fue notificado a la parte actora el día 20 veinte de abril del 2016 dos mil dieciséis.
De acuerdo a lo establecido por el artículo 24 fracción I, inciso a) del Código Procesal para el Estado de San Luis Potosí, el ahora actor tuvo un plazo de 30 treinta días hábiles para inconformarse sin que se haya pronunciado al respecto, dentro de dicho término. 

En tal virtud, y tomando en cuenta la cédula de notificación y razón de dicha diligencia de notificación que aporta como pruebas documentales la autoridad demandada, se tiene que fue notificado del acto impugnado el 20 veinte de abril del 2016 dos mil dieciséis, de ahí que resulte fundada la improcedencia del juicio conforme la causa prevista en el artículo 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación directa con el diverso 24 fracción I, inciso a)  del mismo Ordenamiento Legal.
De acuerdo a lo anterior y conforme a lo establecido en los preceptos legales citados anteriormente, en correlación con los hechos transcritos en los párrafos que anteceden, se colige que el término concedido por el artículo 24 fracción I, inciso a)  del Código de la materia, transcurrió en exceso, pues si fue notificado del acto impugnado el 20 veinte de abril del 2016 dos mil dieciséis, el término de presentación de la demanda inicia a partir del día siguiente hábil, al surtir efectos la notificación en esa misma fecha, atento a lo dispuesto por el artículo 123 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, por lo que inicia el término el veintiuno de abril del citado año, por lo que tal plazo feneció el tres de junio de dos mil dieciséis, actualizándose así la extemporaneidad de la demanda de nulidad que presenta la parte actora y por consecuencia su improcedencia por consentimiento expreso, como se aprecia en los datos asentados en el cuadro siguiente:
	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	22 de octubre de 2014
	20 de abril de 2016
	21 de abril 2016
	03 Junio de 2016
	23 de junio 2021

 


Por tanto, en virtud de que el inconforme presentó su demanda recibida en la oficialía de partes de este Tribunal, el día veintitrés de junio de dos mil veintiuno, según se advierte del sello de recibido visible al frente de la primera foja del escrito de demanda, es indudable que al momento de su presentación se encontraba fuera del término que conforme a su derecho tuvo para impugnar el acto que reclama, dado que el día tres de junio de dos mil dieciséis, le precluyó el plazo de 30 días hábiles que señala el referido artículo 24 fracción I, inciso a) del Código de la Materia, para efecto de que el promovente pueda hacer valer su derecho de acción ante esta Sala Unitaria, por lo que resulta indudable  la presentación extemporánea de su demanda.
En consecuencia, es de resultar evidente que el derecho que tenía el demandante para pretender nulificar la resolución de fecha veintidós de octubre de dos mil catorce, emitida por el Contralor Interno Municipal, dictada dentro del expediente administrativo de responsabilidades número**********, instruido en contra del actor, mediante la cual se determina la amonestación privada, ya feneció, actualizándose así la extemporaneidad de la demanda de nulidad presentada por la parte actora y por consecuencia su improcedencia por consentimiento, ubicándose en la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción VI, en relación directa con el 24 fracción I, inciso a)  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potos. 

En ese sentido, es indudable que al momento de presentación de su demanda y que lo fue el veintitrés de junio de dos mil veintiuno, el ahora actor se encontraba fuera del término que conforme a su derecho tuvo para impugnar el acto que reclama, dado que el día tres de junio de dos mil dieciséis, le precluyó el plazo de 30 días tal y como ha sido analizado en párrafos que anteceden, resultando por consiguiente, decretar el sobreseimiento del presente juicio de nulidad, en términos de lo establecido por los artículos  señalados. 

Sirve de apoyo a lo anterior la Tesis Jurisprudencial emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Materia(s): Común, Novena Época, Tomo: II, Agosto de 1995, Tesis: VI.2o. J/21, Página: 291.

ACTOS CONSENTIDOS TACITAMENTE. Se presumen así, para los efectos del amparo, los actos del orden civil y administrativo, que no hubieren sido reclamados en esa vía dentro de los plazos que la ley señala.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Considerando que esta Primera Sala Unitaria ha decretado el sobreseimiento, resulta innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SEPTIMO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7° y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 228 fracción VI, en relación con el artículo 24 fracción I, inciso a), 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se, RESUELVE,
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer del diverso acto, consistente en la baja o cese verbal del actor que atribuye al Titular del órgano Interno de Control, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el Primer Considerando de la presente resolución.
TERCERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, por lo que hace al diverso acto consistente en la resolución de fecha veintidós de octubre de dos mil catorce, emitida por el Contralor Interno Municipal, dictada dentro del expediente administrativo de responsabilidades número**********, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Quinto de la presente resolución. 
CUARTO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.-(rúbricas)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
